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CONFLICTOS DE JURISDICCION EN EL TEMA
DE LA BRUJERIA VASCA (1450-1530)
José Luis de Orella Unzué
INTRODUCCION
INDEFINICION JURISDICCIONAL OBJETIVA Y SUBJETIVA
Durante la Edad Media los mundos civil y eclesiástico no están deslinda-
dos. No es extraño en el mundo occidental de Cristiandad, el que jueces
eclesiásticos y aun imperiales, recorrieran las regiones europeas impartiendo
justicia. Eran delegados de la autoridad religiosa papal o civil imperial que
distribuían justicia sin sentirse impedidos por fronteras señoriales ni estatales.
Más aún, existían jueces eclesiásticos e imperiales asentados en ciudades
concretas y con un radio concreto de actuación.
Ya en otra ocasión tocábamos a nivel europeo este tema hablando de los
intentos de Felipe VI Valois, con la convocatoria de la Asamblea de París-
Vincennes de 1329-1330. En este momento era el consejero regio Pierre de
Cugniers el que se quejaba de las intromisiones de los jueces eclesiásticos en
temas civiles y regios (1).
Conocemos la existencia de jueces eclesiásticos establemente afincados en
ciudades y villas del territorio vasco durante toda la Edad Media. En San Juan
de Pié de Puerto existía un alcalde eclesiástico con antigua tradición al co-
mienzo del siglo XVI (2). Del mismo modo en Orduña, y desde finales del
siglo XIV existía un alcalde eclesiástico (3). Igualmente consta de la existencia
de un alcalde eclesiástico en Vizcaya según nos lo afirma el texto del Fuero
Viejo de Vizcaya.
(1) J. L. ORELLA: Partidos Políticos en el Primer Renacimiento (1300-1450). Fundación
Universitaria. Madrid, 1976, p. 128 y ss.
(2) J. L. ORELLA: Prólogo a la obra: J. M. ALTUNA: Etxeparen edizio Kritikoa. Edición
crítica de Dechepare. Bilbao, 1980.
(3) J. L. ORELLA: Régimen municipal en Vizcaya en los siglos XIII y XIV. El Señorío de la
villa de Orduña. San Sebastián, 1980, pp. 220-221.
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Si pasamos a Guipúzcoa tenemos en primer lugar el oficial foráneo de
San Sebastián, juez eclesiástico dependiente del obispado de Pamplona y una
de las figuras más relevantes de la Provincia (4).
Y aún dentro de Guipúzcoa, pero esta vez en el arciprestazgo menor, las
ordenanzas de la Cofradía de Fuenterrabía de finales del siglo XV conocen
también la existencia de un alcalde eclesiástico en la villa.
Siguiendo los datos que tenemos del oficial foráneo de San Sebastián y
extrapolándolos a los otros jueces eclesiásticos, podemos afirmar que recibían
a los que acudían espontáneamente a su tribunal aun en materias civiles, con
la tolerancia de los alcaldes de las villas. Alfonso XI se opuso multando con
cien maravedís al que emplazara a otro por asuntos profanos ante el oficial
foráneo o los jueces de la iglesia. Sin embargo la prohibición real no fue
respetada. Más aún, en circunstancias concretas y en disputa con otros conce-
jos acudían al tribunal del juez eclesiástico los mismos concejos. Así por
ejemplo la villa de San Sebastián acude al tribunal del juez foráneo en
diversos momentos, v.gr. en 1339 o en 1379 en sus diferencias con el concejo
de Hernani.
Las Ordenanzas de la Hermandad de Guipúzcoa de 1457 en su número
57 describen la situación guipuzcoana en la que “todos usaban e querían
husar el dicho juez eclesiastico” por lo que indirectamente afirman que la
legislación regia de distinción de jurisdicciones no se tenía en cuenta. Así ni
las Cortes de Palenzuela de 1425, ni las de Madrid de 1435, ni la Cédula real
de Juan II dada en Madrigal el 13 de agosto de 1438, habían logrado decantar
ambas jurisdicciones.
Esta misma indistinción continúa a fines del siglo XV y comienzos del
siguiente. La razón principal estribaba en el hecho de la tonsura o corona
clerical tomada más como costumbre social que como verdadero hábito ecle-
siástico. Las autoridades religiosas, en su afán de defensa de todo tonsurado,
castigaban con excomuniones personales y aun entredichos locales, de modo
que la justicia civil se veía impedida en su ejercicio jurisdiccional.
Pero a esta indefinición en cuanto a los sujetos que entraban dentro de
cada una de las jurisdicciones se unía la indefinición objetiva o temática. En
concreto en la disputa suscitada en San Sebastián sobre la persona del oficial
foráneo Pedro Colongas sabemos que este juez eclesiástico puede conocer en
causas civiles, criminales, beneficiales, matrimoniales y “cualquier otra causa
del foro eclesiástico”.
El sínodo diocesano de Pamplona de 1499 recortó las competencias del
oficial foráneo prohibiéndole oír causas criminales, beneficiales o matrimonia-
(4) J. GOÑI GAZTAMBIDE: El Oficial foráneo de San Sebastián del siglo XIV al XIX.
BEHSS 3 (1969), pp. 11-62.
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les. Pero este recorte no es en beneficio de los tribunales civiles, sino de los
diocesanos. En estos recortes competenciales se reafirma el sínodo de Pamplo-
na de 1523, mientras que la práctica de los oficiales foráneos de Guipúzcoa
venía demostrando lo contrario. Así Juan Pérez de Elduayen en 1508, Martín
de Soravilla en 1530, y Domingo de Aguirre desde 1544 a 1560.
En esta indistinción temática entraba, sin duda alguna, la brujería, mezcla
de movimiento religioso, tradición popular, rito de iniciación o expresión de
protesta (5).
I PARTE: INTERVENCIONES DE LA JURISDICCION CIVIL
a) Los Herejes de Durango
Tienen como promotor a fray Alonso de Mella. C. Echegaray afirma que
era natural de Durango, aunque J. Goñi Gaztambide niega tal afirmación por
falta de fundamento. Este autor lo hace hijo de Zamora. Pertenecía a los
franciscanos observantes. Por unas doctrinas propaladas en 1434 fue condena-
do a reclusión en el convento de Santa María del Monte en Perusa. Euge-
nio IV le reintegró en su honor, y, en perdones sucesivos, le permitió residir
en cualquier convento. Era 1435. Otras vicisitudes le obligan al Papa a interve-
nir otra vez, concediéndole de nuevo perdón en 1437. Lo cierto es que en
1442 aparece en Durango. Según el sacerdote vizcaíno Fernando de Munqueta
en la súplica de 1453, el movimiento tenía una base doctrinal milenarista, en
cuanto afirmaba la llegada de una nueva etapa sin leyes, de comunidad de
bienes, y de total libertad. El propio Mella en carta al rey Juan II en 1454
aporta rasgos joaquinistas con la afirmación de la existencia de una tercera
etapa o edad del Espíritu Santo según lo estudia D. Cabanelas (6).
Esta secta se prolongó en la zona durante una veintena de años. Según
Diego de Valera “e aun fasta hoy (año 1487 ó 1488) se cree que en algunos
dura la herejía de Durango”. La extensión por otras tierras vizcaínas es
detectable: En 1444 Iñigo Pérez de Irrazabal, presbítero vizcaíno de la diócesis
de Calahorra acusaba a Juan Pérez de Lariz, bachiller en decretos y arcipreste
de Busturia de favorecer a los secuaces de Mella.
(5) J. CARO BAROJA: Relación que hizo el Doctor don Lope de Ysasti. Anuario de Eusko-
Folklore, Vitoria XIII (1933), pp. 131-145. J. CARO BAROJA: Las Brujas y su mundo. Alianza,
Madrid, 1973. J. CARO BAROJA: Los Vascos. Madrid, 1959, pp. 445-446. F. IDOATE: La Brujería
en Navarra y sus documentos, Pamplona, 1978.
(6) J. GOÑI GAZTANBIDE: Los Herejes de Durango. Nuevas Aportaciones. 1442. Hispania
Sacra XXVIII, núms. 55-56 (1975) pp. 225-237. D. CABANELAS: Un franciscano heterodoxo en la
Granada nasrí, fray Alonso de Mella. Al-Andalus 15 (1950) pp. 233-250. J. M. de CARRIAZO:
Precursores españoles de la Reforma. Los herejes de Durango (1442-1445). Actas y Memorias de la
Sociedad Española de Antropología, Etnografía y Prehistoria, 1925.
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La actuación de la autoridad civil es del verano de 1444 por medio del
prestamero mayor de Vizcaya y su teniente. Muchos de los seguidores de
Mella huyeron. Pero parece que hay que concluir que la justicia real había ya
actuado desde 1442.
Ante la denuncia del sacerdote vizcaino Fernando de Munqueta reaccio-
nan el rey y el obispo. Juan II, conocida la verdad por los pesquisidores reales,
envió sus alguaciles para prender a los culpables. El obispo de Calahorra
delegó la pesquisa en fray García de Entrena y este prior jerónimo actuó en la
tierra durante tres años. Por mediación de Fernando de Munqueta muchos
fueron encerrados en las cárceles eclesiásticas. Trece fueron quemados en
Durango, Otros en Santo Domingo de la Calzada. La represión combinada de
los poderes civiles y eclesiásticos llevó a más de cien a la hoguera.
En 1453 el papa Nicolás V nombró jueces eclesiásticos papales, pero sin
perjuicio de la jurisdicción episcopal. Según la Cuarta crónica General para
1460 habría cesado aquella secta. Para Diego de Valera podría persistir hasta
1487.
Lo cierto es que Enrique IV en 1466 sospecha que la secta puede seguir
sobreviviendo entre la brujería guipuzcoana.
Si queremos fijarnos en la autoridad jurisdiccional que actúa contra los
herejes de Durango nos encontramos (según J. M. Carriazo que resume
diversos autores y textos contemporáneos) que las autoridades intervinientes y
por orden son: 1.º El teniente del prestamero de Vizcaya y de las Encartacio-
nes. 2.º El Consejo, alcaldes, regidores e oficiales de la villa de Tavira de
Durango. 3.º El cabildo eclesiástico de Durango. 4.º Alfonso Martínez de
Arandia, cura de la iglesia de Santa María, como Juez diputado.
El último responsable de las ejecuciones es el Rey que envía a sus
alguaciles y hace quemar a los herejes o en Valladolid o en Santo Domingo
de la Calzada.
b) Intervenciones reales: Enrique IV de Castilla
El tema de las brujas en Guipúzcoa despunta con esta intervención real.
Del 15 de agosto de 1466 es la provisión real dada en Valladolid y dirigida a
los Alcaldes de la Hermandad de Guipúzcoa en la que se les manda juzgar en
temas de brujas y sorguiñas.
Por la carta real nos enteramos que la Junta de la Provincia y de la
Hermandad, reunida por medio de los procuradores de los fijosdalgo, concer-
taron una petición al rey, que la redactó el escribano fiel de la provincia
Domejón González de Andia. En ella se pide actuación sobre la brujería
guipuzcoana.
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Sabemos que en la provincia hay brujos y brujas, que realizan maleficios
de brujería y de hechicería, conocidos de “pública voz y fama” y por propia
confesión. Y especifica cuales son las malas artes: ligar heredades, impedir la
cohabitación marital, la fecundación y el nacimiento de nuevos hijos, dañar
heredades y cosechas de viñas, uvas, manzanos y otros frutos de la tierra.
Igualmente son consideradas malas artes: encomendarse al Diablo, renegar de
Jesucristo, de María, de la Fe cristiana.
Ante este deservicio de Dios y del rey ya han actuado los alcaldes de la
Hermandad por oficio, y, otros jueces, por mandato real haciendo pesquisas,
impartiendo justicia.
Ante esta actuación algunas personas han reclamado en favor de la
justicia diciendo que estos maleficios brujeriles no son competencia de los
alcaldes de la Hermandad, ya que no se contienen en sus dos principales
cuadernos: 1.º En los capítulos y Ordenanzas; 2.º en el cuaderno de la
Hermandad.
Además se añade otra circunstancia y es que los alcaldes ordinarios son
comúnmente negligentes y remisos en esta materia y no hacen justicia en sus
vecinos, o por vergüenza, o por miedo, o por no darse querellantes o porque
el proceso judicial de los alcaldes ordinarios es muy largo.
Luego se alude a las circunstancias de las que se rodean los actos: 1.º que
se hacen de noche; 2.º en lugares apartados; 3.º de forma escondida y encu-
bierta; 4.º de modo que la verdad del hecho sólo se puede conocer de los
mismos brujos.
Volviendo a la historia de la justicia de estos actos se afirma que no se ha
ejercido justicia cumplida “fasta agora” y cesaría de ejercerse de no imponer
remedio.
Por lo tanto la Junta de Hermandad pide se conceda por parte del rey: 1.º
jurisdicción a los alcaldes de la Hermandad y a los procuradores de ella
reunidos y por separado; 2.º Poder actuar de oficio o a petición de parte; 3.º
Con un procedimiento de inquisición o pesquisa; 4.º Actuando contra cuales-
quier personas, hombres o mujeres, de cualquier estado o condición, sin
excepción o privilegio alguno, ni aun real; 5.º Mandando incluir la provisión
real en el Cuaderno y Ordenanzas de la Provincia para ser tenida por ley, sin
herir los fueros y privilegios de las villas de la provincia; 6.º Pudiendo actuar
en este asunto, en todas las villas y lugares, los alcaldes de Hermandad, la
Junta y Procuradores; 7.º Que igualmente los alcaldes ordinarios pudiesen
ejercer justicia en este asunto de brujería cada uno en su jurisdicción; 8.º Que
las sentencias dadas en tema de brujas no pudiesen ser suplicadas ni apeladas.
De igual modo se les da poder en delitos “públicos”, cometidos en injuria
de Dios y de la Santa Fe, e igualmente en temas relacionados con la secta de
Fr. Alonso de Mella.
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Según la disposición real quedan como jueces de estos temas:
—Los alcaldes de la Hermandad.
—La Junta de Hermandad y sus procuradores.
—Los oidores de la Audiencia.
—Los alcaldes de Casa y Corte y Chancillería.
—Los alcaldes ordinarios en la jurisdicción de sus villas.
Todos estos jueces pueden conocer el asunto con todas las incidencias,
dependencias, mergencias, conexidades, pudiendo llamar a cualquiera y debien-
do responder a las preguntas.
Igualmente manda poner esta carta en el Cuaderno y Ordenanzas de la
dicha Hermandad.
Conclusión. De este documento real que viene a ratificar una ordenanza
de la Junta General de la Hermandad se puede concluir: 1.º Que en opinión
de ellos el tema de la brujería es competencia civil. 2.º Que el rey declina en
los diversos niveles judiciales de la provincia (alcaldes de hermandad, procura-
dores, Junta, alcaldes ordinarios) la resolución de estos juicios. 3.º Que la
apelación de los juicios queda reservada a la Audiencia, Chancillería, y alcal-
des de Casa y Corte, instancias de apelación regular de, todos los temas que
no eran estrictamente de los cinco casos de Hermandad y asimilados. 4.º La
razón de la capacidad de actuación de los jueces civiles (provinciales y reales)
estriba en que los delitos son de carácter “público”. Más aún, se afirma que es
competencia civil, aunque sean delitos cometidos en injuria de Dios, contra la
Fe, y en temas relacionados con la herejía de Durango (6 bis).
c) Las competencias de la jurisdicción civil en Vizcaya (1452-1526)
Esta indefinición de jurisdicciones civil y eclesiástica viene constatada
explícitamente en el Fuero Viejo de Vizcaya de 1452, a los pocos años de la
herejía duranguesa. En efecto en el capítulo 226 se dice de las relaciones entre
el poder civil y eclesiástico: 1.º Era de costumbre que los alcaldes de Fuero o
el veedor conocieran de los pleitos sobre monasterios y sobre las devisas de
los fijosdalgo en los monasterios, y sobre fosas, enterramientos, diezmos y
sobre los bienes de los monasterios. 2.º Nuevamente los arciprestes y vizcaí-
nos usurpando jurisdicción se entrometen en conocer cuestiones de monaste-
rios, de los bienes monasteriales, de pleitos entre escuderos y homes legos,
por lo que había deservicio real y daño al condado en cuanto se enajena
autoridad real y en cuanto en el dicho condado no se guardan el proceso
antiguo que no tenía orden de derecho, ni probanzas, ni solemnidades ya que
los alcaldes y veedor juzgaban según fuero de albedrío, usos y costumbres, sin
forma de juicio ordinario. 3.º Los arciprestes conocían según forma de derecho
con grandes daños y costas. 4.º Ordenaron que nadie cite a otra seglar ante los
dichos arciprestes y vicarios, ni ante otro juez eclesiástico sobre pleito civil ni
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criminal “salvo sobre crimen de heregia o sobre recivir absolucion de excomu-
nion o sobre robo o furto fecho en la yglesia o sobre violencia de la dicha
yglesia o sobre crimen de yncesto que estouiese alguno casado o enbarragana-
do para que saliese de peccado, si estouiese dentro del quarto grado o sobre
matrimonio o sobre tal pleyto que de derecho ni uso ni costumbre pudiesen
conocer los juezes seglares o sobre sacrilegio o sobre otro qualquier crimen
eclesiastico o sobre los casos que pertenecen de derecho o en qualquier de
ellos e caso que sea emplazado”.
En Vizcaya el problema del choque de competencias entre la jurisdicción
civil y eclesiástica aparece claramente planteado en las Constituciones Sinoda-
les de 1410 en las que entre otras competencias exclusivas de la Iglesia se
señalan “el crimen de perjurio, usura, logro, adulterio, simonia y herejía”.
Esta indefinición de competencias objetiva viene incrementada por la
indecisión en señalar los sujetos de ambas autoridades y jurisdicciones. El
tema se centra en los tonsurados y en aquellos que llevan sus asuntos ante los
jueces eclesiásticos (7).
Un ejemplo significativo es la queja de Carlos V en 1519 ante el obispo de
Calahorra porque recibe a tonsurados legos y mercaderes que por huir de la
jurisdicción real se acogen a la jurisdicción episcopal, la cual actúa contra la
misma justicia real (T. González: CCPV II, 49-50). Aún en 1526 nos encontra-
mos que la Junta señala la intromisión de los jueces eclesiásticos en causas
civiles a instancia de personas ordenadas de menores (LABAYRU, IV, pp.
156-160).
d)Actuaciones de los Reyes castellanos. Una política eclesiástica para Guipúzcoa
Las actuaciones de Fernando el Católico y de Doña Juana en el tema
guipuzcoano no pueden ser entendidas sino es en la dinámica eclesiástica
general de la época.
La elección del titular del obispado de Pamplona en Cesar Borgia por el
Papa Inocencio VIII fue realizada sin consultar con el cabildo de Pamplona ni
con los Reyes de Navarra. Los reyes de Navarra no querían renunciar al
derecho de presentación y encargaron la protesta al sire de Avesnes, virrey de
Navarra. El Papa respondió poniendo en entredicho al reino de Navarra. Poco
después era elegido Papa el Cardenal Rodrigo Borja, con el nombre de
Alejandro VI en 1492. Este Papa, aunque recibió la apelación de Juan de
Narbona que pretendía el trono de Navarra, y retiró de la sede pamplonesa a
su hijo Cesar Borgia, al que le concedió el arzobispado de Valencia, no
accedió a levantar las penas canónicas, y nombró, con consentimiento de
(7) J. A. GARCIA DE CORTAZAR y otros: Bizcaya en la Edad Media. San Sebastián, 1985,
Tomo III, pp. 174-179.
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Fernando el Católico, como obispo de Pamplona, al Cardenal Pallavicini. Más
aún, el mismo Don Fernando, en agosto del año siguiente 1493, ordenaba a
las autoridades de Aragón que aceptasen las bulas que nombraban como
obispo de Pamplona al cardenal Pallavicini (8).
Las diferencias de los reyes navarros y la Curia romana en la designación
del obispo de Pamplona vuelven a florecer a la muerte del Cardenal Pallavicini
el 26 de setiembre de 1508. Mientras los reyes se inclinaban por Amadeo de
Labrit, Roma lo hacía por el cardenal Faeno. El cabildo de Pamplona eligió y
nombró a Amadeo de Labrit, mientras que Julio II lo hace en el cardenal
Santori, y ante la desobediencia real, lanza la excomunión contra los oponen-
tes el 26 de enero de 1509. Pena que se mantendrá hasta el 3 de setiembre de
ese año. Amadeo de Labrit será nombrado obispo de Pamplona el 13 de mayo
de 1510.
Cuando Fernando el Católico no logra tener un obispo conforme a su
política intenta desvincular a Guipúzcoa de la autoridad episcopal.
La Provincia de Guipúzcoa estaba repartida entre tres territorios diocesa-
nos: Calahorra, Pamplona y Bayona. Los dos últimos eran obispados extranje-
ros a la política castellana por lo que Fernando el Católico intentará controlar.
Así escribe desde Granada el 16 de setiembre de 1501 al obispo de
Bayona, y a petición del Señor de Lazcano, Bernardino de Lazcano, contino
de la casa real, para pedir al dicho obispo no imponga rediezmos ni a las
iglesias dependientes de los Lazcano dentro del arciprestazgo mayor de Gui-
púzcoa, ni a las restantes iglesias del obispado de Bayona en Guipúzcoa y que
conformaban el arciprestazgo menor de Fuenterrabia. Las iglesias de los
Lazcano eran las de las villas y lugares de Lazcano, Ataun, Zaldivia, Olaberria,
Idiazabal, Mutiloa, Legazpia y Zumárraga (9).
La misma política seguirá Fernando el Católico con respecto al obispo de
Pamplona. El 25 de junio de 1508 se envía una real cédula al arzobispo de
Zaragoza para que interceda con el vicario general del Obispado de Pamplona,
Antonio Roncioni, para que nombre en Guipúzcoa un vicario natural de la
provincia. Admite el rey la realidad de que los clérigos y vecinos de Guipúz-
coa deben ir a los jueces de Pamplona y de Bayona por razón de pleitos y
negocios eclesiásticos, con gran trabajo y agravio en sus derechos, sufriendo
en las fronteras de los reinos muertes, robos y males (10).
(8) La buena acogida del nombramiento por Fernando el Católico en J. M. LACARRA:
Historia del Reino de Navarra, III, 376. Las órdenes reales a las autoridades de Aragón en AGA,
3570, 216-17.
(9) S. MUGICA: El Obispado de Bayona con relación a los pueblos de Guipúzcoa adscritos a
dicha diócesis. RIEV 8 (1914-1917) 185-229. La carta real viene transcrita en las pp. 195-196.
(10) A. RODRIGUEZ AVILA: Un cedulario del Rey Católico. Bol. Academia de la Historia
55 (1909) 151-152, núm. 174.
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El resultado de estas cartas reales es el nombramiento en marzo de 1509
del vicario parroquial de Azcoitia, Juan de Insausti, como vicario del Arcipres-
tazgo mayor de Guipúzcoa. Dicho vicario tiene como fiscal a José de Eguino.
Estos pasos no debieron ser definitivos ya que el día 10 de enero de 1511
y desde Escalona sale una real cédula encargando a los obispos de Pamplona y
Bayona que pongan en Guipúzcoa un Vicario General natural de la provincia.
El rey aduce una serie de razones: 1.º que los clérigos de Guipúzcoa cometen
delitos, crímenes y excesos; 2.º que no hay en la provincia jueces eclesiásticos
que impartan justicia, por lo que las partes, por no ir tan lejos, desisten de
pedir justicia; 3.º que algunos no eclesiásticos que han cometido delitos llegan
ante las curias episcopales, las cuales dan cartas inhibitorias de la justicia real,
quedando sin justicia muchos delitos; 4.º que en las audiencias episcopales, los
oficiales y notarios eclesiásticos cobran excesivos derechos. Por lo que el rey
termina pidiendo 1.º que den sus poderes a personas eclesiásticas de la
provincia que puedan juzgar e impartir penas; 2.º que no reciban en sus curias
a los que no son clérigos de corona ni los inhiban de la justicia real; 3.º que
los oficiales y notarios episcopales lleven los derechos según el arancel de los
Corregidores de Guipúzcoa (11). Una carta muy semejante a esta, vuelve a ser
escrita por la corte real el 21 de febrero de 1512 al obispo de Bayona, así
como el 28 de febrero al obispo de Pamplona. Les recuerda la anterior carta
en la que se les pedía nombrasen provisor y vicario general natural de la
provincia y las restantes peticiones que ya hemos adelantado (12).
Tras la guerra contra Francia y la toma de Navarra, el rey D. Fernando en
1512 debió conseguir de León X la declaración del arciprestazgo menor de
Fuenterrabia como “arciprestazgo nullius”, desvinculado del obispado de Bayona.
Las diferencias de competencia entre la jurisdicción civil y la eclesiástica
debieron continuar en el arciprestazgo mayor de Guipúzcoa. Así nos lo
testifica la Real Provisión dada en Madrid el 11 de marzo de 1516 en la que se
manda al provisor de la diócesis de Pamplona en Guipúzcoa no entrometerse
en sentencias dadas por el corregidor de la Provincia a personas laicas. La
reina, aceptando la petición de la Provincia, se queja de que el Provisor revoca
las sentencias dadas por el Corregidor y sus oficiales, en temas de jurisdicción
real, y sobre personas laicas. Y le exige que no intente conocer causas llevadas
ante las justicias del Corregidor por personas laicas en temas profanos, y que
por lo tanto levante las censuras y las excomuniones. Caso contrario le
amenaza con perder las temporalidades en Castilla y ser considerado extranje-
ro (13).
(11) AGG. Secc. 4.ª, Neg. 4, Leg. 7. Cfr. S. INSAUSTI: Intentos de Guipúzcoa por conseguir
obispo o vicario general propio. Obispados en Alava, Guipúzcoa y Vizcaya. Vitoria, 1964, p. 243.
(12) Al obispo de Bayona en AGG. Secc. 4.ª, Neg. 4, Leg. 7. Al obispo de Pamplona en
AGG. Secc. 4.ª, Neg. 4, Leg. 7.
(13) AGG. Secc. 4.ª, Neg. 2, Leg. 4.
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Según S. Insausti, parece que entre 1517 y 1520, León X, a petición de
Carlos V, erigió en Guipúzcoa un Vicario o Abadía de jurisdicción episcopal
ordinaria, con privilegios y facultades aun de conferir órdenes menores.
Sin embargo ambas afirmaciones de independencia, con respecto a Bayo-
na como con respecto a Pamplona, hay que ponerlas muy en duda.
En 1523 y 1524 vemos actuar en el arciprestazgo mayor de Guipúzcoa a
Juan de Remmics, vicario general de la diócesis de Pamplona, ya sea conce-
diendo permiso de edificación de casa vicarial nueva en Santa María, como
visitando el arciprestazgo. Igualmente hay datos suficientes para afirmar con S.
Mugica que durante los años 1524, 1525 y 1526 los pueblos del arciprestazgo
menor de Fuenterrabia siguen perteneciendo al obispado de Bayona.
En mayo de 1525 escribe desde Toledo el emperador Carlos V a su
embajador en Roma relatándole las antiguas gestiones interpuestas por la
corona para separar Guipúzcoa del obispado de Pamplona. Ahora ante la
elección del cardenal Cesarrini como obispo de Pamplona opina el emperador
que los lugares de Guipúzcoa conviene sigan bajo la jurisdicción del obispo de
Pamplona. Termina el emperador pidiendo se consiga que el arciprestazgo de
Fuenterrabia sea desmembrado de Bayona, y puesto bajo la jurisdicción de
Pamplona (14).
En problemática muy parecida con la vizcaína, del 20 de julio de 1525 es
la cédula real que manda que los patronatos de Guipúzcoa sean proveídos en
personas idóneas y suficientes. Estos patronatos eran de particulares, y aun
municipales, como por ejemplo los del arciprestazgo de Fuenterrabia (15).
Aunque el 16 de enero de 1526 el obispo de Bayona nombra oficial
foráneo de Fuenterrabia a D. Miguel de Olaberria, ya estaba en conocimiento
del breve papal del 18 de noviembre de 1525 y dirigido al cardenal Cesarini en
el que se mandaba la agregación del arziprestazgo de Fuenterrabia al obispado
de Pamplona. Así al menos lo entendía Carlos V escribiendo desde Sevilla el 6
de mayo de 1526 al corregidor de Guipúzcoa; en el documento real se manda
cumplir el breve papal 1.º por el daño que tienen los naturales que deben
desplazarse a Bayona en tiempo de guerra; 2.º el Papa ha accedido a la
petición imperial. 3.º El emperador pide que el corregidor colabore en la
ejecución de la segregación de Fuenterrabia del obispado de Bayona y su
adscripción al de Pamplona (16).
Tanto Camino y Orella como S. Insausti afirman que la bula de Clemen-
te VII del 3 de noviembre de 1526 venía a crear en Guipúzcoa una abadía con
dignidad cuasi-episcopal adscritos en ellas los dos arciprestazgos. Sin embargo,
(14) CDIHG I (1958) 37-38.
(15) BAH. Vargas Ponce, Estante 25, Grada 5.ª, núm. 99.
(16) AM Hemani E-4-III-1-1. Publica S. MUGICA: El obispado, pp. 201-202 y también F.
AROCENA: BRSVAP 5 (1949) 496.
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S. Mugica tras probarlo paladinamente concluye: “Creemos que con los ante-
cedentes que hemos expuesto, queda bien probado que el Arciprestazgo de
Fuenterrabia perteneció al obispado de Pamplona desde mayo de 1526 hasta
abril de 1532, en que nuevamente se le obligó a incorporarse al de Bayona” (17).
Así en el otoño de 1529 sabemos de la visita pastoral del Prelado de
Pamplona a Fuenterrabia, siendo el concejo el que anotó los gastos de la visita
en las Cuentas municipales (18). E igualmente nos consta que los vecinos de
Oyarzun del arciprestazgo de Fuenterrabia acuden en 1530 al obispo de
Pamplona. En el sínodo de Pamplona y en sus Constituciones sinodales de
1531 consta que representando a los arciprestazgos de Guipúzcoa están don
Martín de Ichasaga, rector de Isasondo, y don Ochoa de Aramburu, capellán
mayor de Fuenterrabia.
A partir de 1532 vuelve la historia guipuzcoana a la antigua dependencia
del obispado de Bayona, en cuanto al arciprestazgo de Fuenterrabia se refiere.
Así el 17 de marzo de 1532 y el 1 de noviembre del mismo año el obispo de
Bayona nombra a Miguel Olaverria, capellán mayor de la parroquia de Fuente-
rrabia, y a Martín Durango, oficial foráneo del Arciprestazgo. Por las peticio-
nes de las Juntas Generales de la provincia celebradas en Deva en 1534, en
Motrico en 1540, en Guetaria en 1544 nos consta que el obispo de Bayona
ejercía su jurisdicción en el arciprestazgo menor de Fuenterrabia.
Como ya es sabido esta bipolaridad episcopal con respecto a Guipúzcoa
se mantuvo hasta el reinado de Felipe II. En 1564 sale una instrucción real al
embajador D. Luis de Requesens pidiendo la segregación del arciprestazgo de
Fuenterrabia. Y ese mismo año nos dice I. Reguera que seguían dependiendo
del Obispado de Bayona un total de 36 parroquias (6 guipuzcoanas) y 4.233
vecinos (2.220 guipuzcoanos) según un informe de la inquisición de Calahorra (19).
Por fin Pío V el 30 de abril de 1566 con el mandato dado al obispo de
Bayona de poner oficial Probo y natural del reino, en el arciprestazgo de
Fuenterrabia, va a precipitar la segregación que se culminará cuando D.
Erasmo Engomez, juez de comisión, oficial foráneo de San Sebastián, pasados
los seis meses de plazo propuesto por el Papa para el nombramiento de un
vicario general para Fuenterrabia, tomará posesión del arciprestazgo el 31 de
agosto de 1567.
(17) CAMINO y ORELLA: Historia de San Sebastián, p. 210. S. INSAUSTI: Intentos, p. 250.
S. MUGICA: El obispado de Bayona, p. 215.
(18) S. MUGICA: El obispado de Bayona, p. 206.
(19) D. MANSILLA: La reorganización eclesiástica española del siglo XVI, Anthologica Annua
5 (1957) 22. I. REGUERA: La Jurisdicción del Obispado de Bayona en Guipúzcoa y Navarra.
Estudios de Deusto XXX (1982) 207-213.
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e) El Fuero Nuevo de Vizcaya de 1526
Dos títulos del Fuero Nuevo son interesantes para la determinación de
competencias jurisdiccionales entre el poder civil y el eclesiástico, y para situar
a la brujería como sujeto de competencia civil.
El título 32 trata de los Patronazgos y jueces eclesiásticos y fiscales. En la
ley primera se ampara a los vizcaínos en la posesión de los patronazgos. La
ley segunda pasa a afirmar que son cartas desaforadas las que se traen del
Papa o de otro prelado con finalidad de desposeer a los vizcaínos de sus
monasterios. Más aún señala como Jueces competentes sobre monasterios y
patronazgos de Vizcaya al Corregidor, al teniente general y a los alcaldes de
Fuero. La ley tercera trata de determinar en qué casos puede conocer el
obispo y provisor contra los legos y para ello transcribían ciertas provisiones
reales sobre el tema y las asumían como ley. Estas cartas reales son de Doña
Juana que sobrecartea otras de los Reyes Católicos dirigidas todas ellas a los
promotores fiscales del Obispado de Calahorra. Por estas cartas se determina
que es competencia eclesiástica sólo lo tocante a nuestra santa fe católica, o
los crímenes eclesiásticos (20). Igualmente se prohibe la existencia de fiscales
eclesiásticos que acusen a los legos, y se le manda al obispo la redacción de
un arancel de los derechos por los juicios eclesiásticos, que sea semejante al
que corre en el Señorío por acciones similares. Más aún, se especifica que los
casos que pertenecen a la jurisdicción eclesiástica fueron declarados por el
Licenciado Astudillo, Oidor de la Audiencia.
La ley tercera prohibe que se den y lean excomuniones por asuntos
profanos como hurtos, pleitos y causas criminales. Por fin la ley cuarta afirma
que el Corregidor, y su teniente y los jueces reales “estan en posesion, vel
cuasi, de siempre acá, de quitar y alzar toda fuerza que por los prelados y
jueces eclesiásticos se hacen y cometen a legos”.
Otro título del Fuero Nuevo de Vizcaya hace relación al tema que ahora
investigamos, el de la actuación con respecto a la brujería y a los brujos. Se
trata del título VIII.
La ley primera del título VIII trata de los casos en que se puede proceder
de oficio y prender a los delincuentes sin llamarlos “so el arbol de Guernica”.
Los casos en los que se puede hacer pesquisa son los de robo, hurto, fuerza
de mujer, muerte de hombre extranjero, sobre los que piden en los caminos,
“sobre mujeres que son conocidas por desvergonzadas y revolvedoras de
vecindades, y ponen coplas y cantares a manera de libello infamatorio (que el
fuero las llama profazadas) y sobre alcahuetes (que el fuero llama rachaterias)
y sobre hechiceros y hechiceras. Y contra los que caen en crimen de heregia y
(20) Las cartas reales son de Burgos 14-XI-1491; Madrid, 27-III-1499; Toledo, 5-VI-1502;
Alcalá, 5-VII-1503; Alcalá, 10-VII-1503; Madrid, 2-III-1510; Segovia, 14-1X-1515; Madrid, 18-IV-1516.
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en crimen de lesa magestad y contra los que hacen falsa moneda y contra los
que falsan y raen moneda y crimen nefando contra natura.”
La ley quinta habla de cómo se debe tratar a los delincuentes “que no los
puedan mandar prender ni hacer captura alguna en persona, salvo dar senten-
cia de llamamiento”. Sin embargo concreta la excepción: “Y asimismo, pue-
dan proceder a captura, sin los llamar so el Arbol contra los extranjeros... eso
mismo contra los hechiceros y brujos y contra quien llevare mujer por
fuerza.”
En la ley IX que trata de la prohibición del tormento al vizcaíno, se
admiten algunas excepciones: “en los crimenes de herejía y lesa majestad, y
de falsa moneda y pecado de contra natura que es sodomío.”
De estas leyes del título VIII se debe concluir que la brujería: 1.º es un
tema que atañe a la jurisdicción civil; 2.º que su tratamiento esta dentro de los
crímenes más notorios en los que el juez puede realizar pesquisa, prender a
los delincuentes sin ser llamados bajo el árbol de Guernica, y aun aplicar
tormento a los sospechosos, si la brujería viene asimilada a esos crímenes de
herejía en los que puede actuar la autoridad civil.
f) Intervenciones de la Jurisdicción civil: Las Juntas de Guipúzcoa
Las Juntas Generales y Particulares de Guipúzcoa de este período tienen
una serie de intervenciones, ya sea en el tema de la delimitación de compe-
tencias con respecto al poder eclesiástico (tanto episcopal como inquisitorial),
como con respecto al tema de las brujas que consideran ser competencia suya.
a) Delimitaciones al poder eclesiástico
En la Junta de Usarraga de 1507, durante el corregimiento del licenciado
Tellez de Hontiveros, la provincia clamó contra el clero y acordó castigarlo y
si viniese juez o visitador de Pamplona, no recibirle, e incluso levantarse
contra el obispo pues “justa cosa es que non sea ovedescido que su alteza...
tiene esta provincia tan vezada a justicia y los ministros que aqui tyene tan
prestos en hazerla que quando otro quiere hacer otra cosa, non lo podemos
sufrir”.
Y sigue la misma Junta hablando de los clérigos: “ahora la Provincia ya
no puede sufrir esto porque los dichos clérigos son tan sueltos para hacer
delitos, injurias atroces y otros insultos a los legos y a mujeres de la dicha
Provincia e sus juezes pasan con ellos tan sin punycion e castigo que cada dia
impiden la jurisdicion real de su Alteza con sus cartas y entredichos”.
Las Juntas Generales de Cestona de abril de 1518, a pedimento de los
procuradores del Concejo de Tolosa, mandan que los notarios apostólicos no
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deben dar fe entre lego y lego, y aduce en su razón la provisión real al efecto,
amenazando con penas a los que la incumplieran (21).
Por su parte las Juntas de Villafranca de abril de 1520 promulgan una
ordenanza comprometiendo a la provincia para que a su costa lleve los pleitos
contra los clérigos que agravien a los laicos. Así se nombran tres solicitadores
de oficio ante los obispados de Pamplona, Calahorra, y Bayona. Y dice
textualmente: “contra los clérigos que pospuesto el temor de Dios e de la
Justicia y en vilipendio de la orden sacerdotal, andan armados, hechos solda-
dos, en deshonesto hábito e manera de vivir, mataban e cuchillaban e injuria-
ban a los dichos hermanos de esta nuestra hermandad e provincia.”
Las Juntas Generales de San Sebastián celebradas del 9 al 20 de abril de
1524 se hacen repetidas veces eco del tema de los clérigos. Dice en la p. 10:
“Este día 11 de abril proveyendo sobre la carta e pesquisa que se
presentó por parte de Azpeitia sobre el atrevimiento que hizo un
clérigo de la dicha villa, mandaron escribir una carta de represion a
los alcaldes de la dicha villa porque no le prendieron al dicho clérigo
pues en su presencia hizo e escapose; asi bien mandaron escribir a
S. Magestad en uno con la pesquisa para que mande al vicario gene-
ral, conozca de la causa e abida la carta de S. Mag. la Provincia
asista.”
Por su parte el día 14 de abril volvieron a platicar sobre los desórdenes
que los clérigos hacen y mandaron escribir a S. Magestad para que pusiera
remedio.
En 1527 ante la visita al arciprestazgo mayor de Guipúzcoa, de D. Reinal-
do de Cencelares, obispo auxiliar de residencia en Pamplona, los clérigos de
Guipúzcoa se reunen en Vidania y acuerdan no recibirle al dicho obispo
auxiliar, ni abonarle la estancia ni el mantenimiento. Mientras que se da este
plante clerical a su autoridad, las Juntas Generales de 1527 se quejan de que
algunas personas de la provincia habían sido llamadas por la Inquisición de
Calahorra por causas leves (22).
En las Juntas Generales de Zumaya de 1530 se volvió al tema de la
separación de jurisdicciones. Dice textualmente:
“Este día propuso el procurador de Segura y dijo que por cuanto
algunos coronados hacian delitos y se presentaban ante los jueces
eclesiasticos y las justicias eran excomulgados por los jueces eclesias-
(21) AGS. Estado-Castilla, 1-2.º, fol. 89 r. 20 agosto de 1507. cfr. T. de AZCONA: Historia
de la Iglesia en el Pais Vasco. Otoño de la Edad Media, 1378-1516. I Semana de Estudios de
Historia Eclesiástica del País Vasco, Vitoria, 1981, pp. 96-97.
(22) Juntas Generales de Cestona de 1518. San Sebastián, 1935, p. 14.
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ticos no podian seguir los pleitos y que sobre ello habia ordenanzas
hechas en la provincia para que a su costa pusiese procuradores
fiscales en los tres obispados sendos para que aquellos siguiesen
contra los tales coronados que pedia que conforme a las ordenanzas
proveyesen de procuradores en cada valle para seguir a los tales
delincuentes, nombraron para ello a Miguel Saez de Izine, alcalde y
vecino de Segura y a Juan Ibañez de Artazubiaga, vecino de Mondra-
gon in solidum con que al tiempo que viniese al procurador fiscal
alguno con querella que siga el pleito que guardando las ordenanzas
que sobre ello hablan”
“que conforme a ellas tome el pleito y lo siga a los cuales dijeron que
daban poder cumplido para ello conforme a la ordenanza para seguir
en los auditorios de los obispos y metropolitanos y para hecho a
ordenanza de los presidentes y que les señalaban el salario conforme
a ordenanza. Los procuradores de Fuenterrabia y Oyarzun contradije-
ron diciendo que nombren conforme a las ordenanzas y que sean
tres nombrados en cada arciprestazgo el suyo. El Señor Corregidor
mando que se guardase la ordenanza de todo y por todo” (p. 23).
Por su parte las Juntas Generales de Fuenterrabia de noviembre de 1530
mandaron no acudir a los escribanos de orden sacro en transacciones civiles (23).
b) Competencias de las Juntas en el tema de la brujería (24)
En las Juntas Generales de Guetaria de noviembre de 1526 los procura-
dores se enfrentan con la autoridad eclesiástica de la inquisición y arremeten
directamente en el tema de la brujería.
“A 21 de noviembre hablando sobre la Inquisición que se escriba al
Sr. Arzobispo de Sevilla Inquisidor e a los inquisidores para que no
se entremetan en llevar persona de ella por estar descomulgado e por
brujerias pues las justicias tienen poder para los castigar y que la
Provincia envie persona para que negocie este caso con el inquisidor
Ayala e Fresneda” (25).
En este contexto de conceder a los guipuzcoanos todos los derechos
(como hacía el Fuero Nuevo de Vizcaya de 1526) y limitarlos a aquellos que
no sean guipuzcoanos, hay que entender la Real Provisión dada en Valladolid
(23) AGG. Registros de Juntas y Diputación Fuent. 1530, p. 19.
(24) Juntas de Guetaria del 14 al 24 de noviembre de 1526, San Sebastián, 1921, p. 12.
(25) AGG. Secc. 4.ª, Neg. 10, Leg. 2 NRF Guipúzcoa Tit. XLI, cap. II Real Provisión por la
que se confirma una ordenanza hecha por la Provincia en las Juntas de Cestona, sobre que no
puede avecindarse en el territorio persona alguna que no sea hijodalgo.
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el 13 de junio de 1527 (26), y la Real Provisión dada en Valladolid el 12 de
julio de 1527 (27).
La primera provisión recoge textualmente la ordenanza de las Juntas de
Cestona. La ordenanza alude “al concurso de las gentes estrannas que a esta
Provincia han venido los tiempos pasados” y manda “no sea admitido ningu-
no que no sea hijodalgo por vesino de ella, ni tenga domicilio ni naturaleza en
la dicha Provincia” siendo “los alcaldes hordinarios cada uno en su jurisdicion,
tenga cargo de escudriñar y hazer pesquysa a costa de los concejos; y a los
que no fueren hijosdalgo y no mostraren su hidalguia los echen de la Provincia”.
La segunda provisión recoge en sobrecarta otra de la reina doña Juana
dada en Madrid a 24 de diciembre de 1510 en la que se alude a que los recien
convertidos de linaje de moros o de judios por temor a la Inquisición huyen
de Castilla a Guipúzcoa e intentan avecindarse en la Provincia, lo cual viene
prohibido y penado.
En las Juntas de Zarauz de noviembre de 1528 se destacó una comisión
de la Junta con dos cometidos: la redacción de la Ordenanza como cuaderno
nuevo, y el tema de la hidalguía (28).
Es precisamente en las Juntas de Fuenterrabia de noviembre de 1530
cuando la Provincia se encara con el tema de las brujas (29). Las Juntas
Generales escriben al Arzobispo de Sevilla para que no se inmiscuya la
Inquisición en temas de brujería en la provincia pues afirman taxativamente
que es competencia de las mismas Juntas.
La protesta de las Juntas Generales que se querella por el traslado de
presos guipuzcoanos a Estella donde residía temporalmente la Inquisición de
Calahorra da lugar a que se firme una concordia entre la Provincia y el
inquisidor Ugarte (30).
Las Juntas Generales tuvieron que transigir y permitir que en 1531 llegase
a Guipúzcoa el inquisidor Ayala a resolver el tema de la brujería.
Ese mismo año en las Juntas de Motrico de noviembre de 1531 se vuelve
al tema de los grupos étnicos incardinados en la Provincia a los que ahora se
les denomina agotes y tornadizos. Dicen textualmente:
(26) AGG. Secc. 4.ª, Neg. 10, Leg. 1. Real provisión por la que se manda que no puede
avecindarse en esta Provincia ningún descendiente de judio o moro.
(27) Según Sandoval, Llorente y Menéndez Pelayo en 1507 en los valles guipuzcoanos se
detecta un foco de brujería. Afirman que fueron quemadas 27 brujas de las 150 apresadas. Pero
no especifican ni el lugar, ni el tribunal competente que actuó.
(28) Juntas de Zarauz del 14 al 24 de noviembre de 1528. San Sebastián, 1930, p. 13.
(29) P. GOROSABEL: Noticia, Tomo I, libro II, cap. II, secc. III, p. 296.
(30) La Concordia en AHN. Inq. Lib. 320, fol. 361 v. 362 v. y 271 v 372 v. Hablan de esta
concordia I. REGUERA: La inquisición española, p. 95 y J. CARO BAROJA : Brujería Vasca, San
Sebastián, 1982, pp. 54-55.
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“este dia mandaron que los agotes e tornadizos que están sentencia-
dos para que salgan fuera de la provincia e los echen e ninguna villa
los acojan y que no vengan a habitar en ellas e si no quisieren salir
mandan que los Alcaldes ordinarios se los echen fuera con rigor y se
pregone a los dichos agotes y tornadizos sentenciados salgan dentro
de treinta dias de esta Provincia y dentro del dicho termino salgan
con sus mujeres e hijos de la dicha Provincia y no hayan adelante
habitacion so las penas contenidas y puestas y que los procuradores
de esta Junta hagan saber en sus villas a los alcaldes para que asi lo
manden e efectuen so pena de cada seiz mil maravedis y mas que si
la muger quisiere quedar diciendo que es hijadalgo y que la tal
quisiere quedar que no acojan a su marido dende en adelante y si le
acojiere que le de cien azotes y no entren mas en la dicha Provincia”
(Junta 7.ª, 21 nov. p. 12).
Argumentos muy parecidos se sucedieron en las Juntas de Tolosa cele-
bradas del 13 al 23 de abril de 1532 sobre el tema de los agotes y tornadizos.
Si hasta 1530 el pulso de las Juntas de la Provincia era con la jurisdicción
eclesiástica episcopal, ya desde esa fecha vemos que las disputas de competen-
cias son con la autoridad inquisitorial.
Así las Juntas Generales de Fuenterrabía celebradas en noviembre de
1539 cuando los inquisidores han arremetido contra ingleses residentes en
Bilbao y contra comerciantes de San Sebastián, condenándola alguno de ellos
a la hoguera, estas Juntas en su reunión tercera del 17 de noviembre delegan
en el bachilier Zavala que haga saber a los inquisidores que vienen a la
Provincia que no se entrometan en temas que no son de su competencia.
g) Intervenciones de la Jurisdicción civil: El Consejo Real de Navarra
En el reino de Navarra con anterioridad a 1500 son las autoridades civiles
municipales las encargadas de actuar en temas de brujería y similares (Estella,
1300; La Bastida de Clarenza, 1329; Los Arcos, 1332; Tierra de Mixa, 1370;
Garris, 1450; etc.).
El primer intento del Consejo de Navarra de administrar justicia en el
tema de las brujas es de 1523. De este año es la cédula real, acompañada de
una orden del Virrey mandando que la Corte y Consejo del Reino no
administre justicia en determinados casos.
Sin embargo la primera actuación destacada es de 1525. Ese año el oidor
del Consejo Real, Balanza, “por acuerdo del Visorrey y de los del Real
Consejo” sale acompañado de secretario, escribano-receptor, con ujier, cape-
llán, una escuadra de 25 soldados y realiza un recorrido por el valle de Roncal
y Salazar, apresa a 50 ajusticiados, ejecuta los procesos en Pamplona, Burguete
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y Aoiz. Se realizan confiscaciones de bienes de brujos que el regente del
Consejo Real comisiona al licenciado Balanza para su venta. En abril de ese
mismo año los Drs. Arteaga y Redín del consejo Real aprueban las decisiones
del licenciado Balanza en concreto el de “Johana de Usoz quod sit rea
mortis”. Los procesos, las confiscaciones y las muertes se suceden en ese
mismo 1525. En julio de ese mismo 1525 el Emperador concede a Gabriel de
Lussa de los bienes incautados a los brujos Martín de Lizuain y Johana
Behera, condenados a muerte, la merced de 75.000 maravedis. Más aún consta
por las cuentas presentadas por el mismo Balanza que envió y pagó espias que
pasaron a Francia y a Aragón, y aun a tropas que trajeron desde Larrayn a
Domingo de Escaroz.
Otro enviado del Consejo Real en agosto de ese mismo 1525 es Anton de
Huart. Tiene la peculiaridad este viaje que viene autorizado por la Inquisición,
en concreto por Guerrero, canónigo de la Catedral de Pamplona y Comisario
del Santo Oficio, y Alonso de Vea, notario del Secreto. Junto con el enviado
del Consejo actúa Sancho de Estella, secretario del Consejo Real que intervie-
ne como intérprete. Actúan principalmente en el Val de Santesteban. Se
examinan a unas 400 personas en sus ojos izquierdos, seleccionándose a 12
que eran “herbolarios” y hacían conventículos.
De agosto de 1525 es la carta de la Inquisición al licenciado Balanza,
contestando a otra de Balanza, y afirmando que las causas de brujería por ser
apostasías, son de competencia inquisitorial. Esta correspondencia se hacía eco
de la carta enviada por el Vicario general de Pamplona, Don Juan Rena, al
inquisidor general, delatando las causas hechas a los brujos por el Consejo
Real (31).
Estas disputas de competencia motivan el que el Consejo Real de Navarra
envíe a Toledo a dos de sus miembros a discutir con la Inquisición sobre
competencias jurisdiccionales. El Inquisidor Manrique opina que el comisario
enviado a un caso de brujería debe ser nombrado por la Inquisición y el
ordinario, es decir por la jurisdicción eclesiástica.
Fruto de este entendimiento es la carta de la Suprema a los Inquisidores
de Navarra firmada el 3 de enero de 1526 mandándoles colaborar con el
Consejo Real.
Por el contrario en 1527 el Inquisidor Avellaneda va a las Montañas de
Navarra con uno de los procesos de brujería más importantes de la historia.
Avellaneda va sin embargo con el apoyo del virrey y del Consejo Real.
(31) F. IDOATE: Brujerías en la Montaña de Navarra en el siglo XVI, Hispania Sacra IV
(1951) 193-213.
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Recorre los valles de Salazar, Roncal, Aezcoa, Roncesvalles, y quema en
Salazar unas 80 brujas (32).
Aunque por parte de la Suprema Inquisición en carta al Consejo Real de
Navarra el 11 de diciembre de 1530 firmada en Ocaña se daba la resolución y
limitación de competencias, no fue sin embargo una decisión definitiva. Según
esta resolución los inquisidores debían tener y examinar todos los procesos,
para quedarse con aquellos que creían ser de su competencia, para remitir los
otros “a otros jueces seglares dese Reyno” (33). Pocos días después una
cédula real venía a corroborar la opinión inquisitorial ya que al delimitar las
competencias entre el Consejo Real de Navarra y la Inquisición en temas de
brujería acepta que el consejo remita a la Inquisición los presos y los procesos
para que sean los inquisidores los que vean los propios de su competencia
(Ocaña, 20-XII-1530).
Esta delimitación no quitará la iniciativa al Consejo Real que en sucesivas
ocasiones comenzará inquisiciones contra las brujas. En 1539 será el abogado
del Consejo, Lope Camus que va a Ochagavía. Pero ese mismo año el
Consejo Real y el Virrey envían los procesos de 34 personas presas por brujas
a los inquisidores para que determinen los procesos a seguir por cada una de
las jurisdicciones.
II PARTE: INTERVENCIONES DE LA JURISDICCION ECLESIASTICA
(continuará)
(32) Según B. BENNASSAR: Por el Estado, contra el Estado. En “Inquisición española:
poder político y control social”, Barcelona, 1981, p. 324. “Los brujos (perseguidos por Avellaneda
en el valle de Salazar, del Roncal y en Roncesvalles) eran identificados con el partido navarro
hostil a la reciente unión del reino con Castilla.” Este es un tema importante y que habría que
estudiarlo aun en personajes como el Dr. Navarro y el arzobispo Carranza.
(33) AGN. Papeles secretos del Consejo Real, Tit. 9, fol. 1, núm. 8.
